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PONENCIA PARA PRIMER DEBATE 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 206 DE 2013 

SENADO
por la cual se dictan normas para la conservación de 

ecosistemas de páramos y humedales.
El Proyecto de ley número 206 de 2013 aborda dos 

temas centrales: 1. La prohibición de las actividades 
agropecuarias, mineras, de exploración y explotación 
de hidrocarburos y construcción de re nerías en eco-
sistemas de páramos y; 2. Su restricción total o parcial 
en ecosistemas de humedales. 

Tiene como nalidad proporcionar estabilidad ju-
rídica a las medidas mencionadas, las cuales, según 
la exposición de motivos, fueron incorporadas en la 
Ley 1450 de 2011, Plan Nacional de Desarrollo y cuya 
vigencia se condiciona temporalmente al actual man-
dato gubernamental. 

1. Antecedentes
La Sentencia T-366 de 2011 es el principal antece-

dente de la regulación de las actividades mineras en 
ecosistemas de páramos. Mediante este fallo la Cor-
te Constitucional declaró inexequible la Ley 1382 de 
2010, por no cumplir con el requisito constitucional de 
la consulta previa. 

El artículo 3° de esta ley establecía lo siguiente:
“Artículo 34. Zonas excluibles de la minería. No 

podrán ejecutarse trabajos y obras de exploración y 
explotación mineras en zonas declaradas y delimita-
das conforme a la normatividad vigente como de pro-
tección y desarrollo de los recursos naturales renova-
bles o del ambiente.

Las zonas de exclusión mencionadas serán las que 
han sido constituidas y las que se constituyan confor-
me a las disposiciones vigentes, como áreas que inte-
gran el sistema de parques nacionales naturales, par-
ques naturales de carácter regional, zonas de reserva 
forestal protectora y demás zonas de reserva forestal, 
ecosistemas de páramo y los humedales designados 
dentro de la lista de importancia internacional de la 
Convención Ramsar. Estas zonas para producir estos 
efectos, deberán ser delimitadas geográ camente por 

la autoridad ambiental con base en estudios técnicos, 
sociales y ambientales”. 

La sentencia referida declaró inexequible esta ley 
con efecto diferido a dos años para que el gobierno 
tuviera el tiempo necesario para tramitar la consulta 
previa. Con la suspensión de los efectos inmediatos de 
la sentencia, la Corte se proponía mantener las dispo-
siciones de la norma que protegían el medio ambiente, 
no obstante, transcurrido el plazo previsto, debía ser 
sometida íntegramente al proceso de consulta. La ley 
estuvo vigente hasta el 13 de mayo de 2013 sin que en 
el transcurso de ese período se hubiese adelantado el 
mecanismo en mención. 

2. Colonización y sobreexplotación de los eco-
sistemas de páramos en Colombia: Antecedentes 
Históricos

La sobreexplotación de los ecosistemas de páramo 
y la presencia de comunidades étnicas surge en el pe-
ríodo de la colonización española, evolucionando de 
manera acelerada debido a la distribución inequitativa 
de la tierra. 

En etapas prehispánicas, los asentamientos huma-
nos existieron bajo patrones de ocupación temporal 
asociados a los procesos sociales y culturales de los 
distintos grupos andinos. Los páramos solían ser es-
cenarios de ocupación no permanente en los que se 
utilizaban los recursos de los diferentes pisos térmicos 
y se desarrollaban rituales ancestrales1. 

La colonización incásica en Perú y Ecuador trajo 
consigo la introducción de ciertos grados de tecni -
cación de la agricultura que facilitaron la ocupación 
de nuevos espacios en altura. Sin embargo, fue la con-
quista española el punto de in exión que transformó 
estructuralmente la ocupación del territorio. Institu-
ciones precapitalistas y de control social como la mita 
o la encomienda profundizaron la marginación social 
de las poblaciones indígenas que fueron trasladándose 
progresivamente hacia las laderas, cuesta arriba de los 

1 Hofstede, Robert.; Segarra, Pool; Mena, Patricio (Ed). 
Los Páramos del Mundo. Proyecto Atlas Mundial de los 
Páramos, 2003. pp. 25.
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valles que por lo general albergaban las grandes ha-
ciendas y las mejores tierras2.

Está ampliamente documentado que los asen-
tamientos en zonas cada vez más altas, con más de 
3.000 metros de altura, fueron el resultado de proce-
sos de migración hacia los páramos mediante despo-
jo forzoso o legal, situación que ha sido estudiada en 
territorios colombianos como el macizo, la cordillera 
central del gran Tolima, la Sierra Nevada del Cocuy y 
los páramos de Cumbal en Nariño3. 

La migración trajo consigo el ascenso de la fron-
tera agrícola. Los españoles introdujeron el cultivo 
de cereales, así como el ganado ovino, reses, caballos 
y pastoreo, “Los valles destinados por los indígenas 
para los cultivos resultaron insu cientes, por lo que se 
debió ampliar la frontera agrícola (…) las áreas bos-
cosas que antes no se habían empleado para el cultivo 
empezaron a ser taladas y quemadas, estrechando la 
distancia entre la frontera agrícola y la paramuna (…) 
los españoles usaron leña para calentar, madera para 
construcciones y (en el sur) para la minería usos no 
conocidos por los Incas y los grupos precolombinos 
en el Norte”4.

La sobreexplotación de los páramos a partir de la 
Colonia presenta entonces una historia marcada por la 
marginación social de comunidades que llevan cente-
nares de años dependiendo de esos ecosistemas. Es así 
como “los procesos de ocupación y uso del páramo se 
deben entender desde la perspectiva y las necesidades 
de la diversa población de habitantes rurales, organi-
zada en comunas, cooperativas, veredas y asociacio-
nes. Las zonas donde la población rural depende más 
del subsidio del páramo son en general las áreas de 
mayor pobreza, en suelos malos y alejadas de carrete-
ras y ciudades”5.

Estudios sobre el tema indican que se deben ofre-
cer incentivos económicos, políticos y técnicos que 
constituyan alternativas reales para que las comunida-
des que dependen de esos ecosistemas puedan sobre-
vivir sin sobreexplotarlos. Su conservación debe darse 
con el concurso de las comunidades que ahí residen6.

3. Consulta Previa
Uno de los aspectos centrales que se deben ana-

lizar, es si este proyecto de ley requiere que se agote 
el requisito constitucional de la consulta previa. En la 
Sentencia T 366 de 2011, la Corte Constitucional rei-
teró su doctrina frente a la consulta señalando que, al 
hacer parte del bloque constitucional, se debe adelan-
tar cuando las medidas legislativas y administrativas 
afecten directamente a las comunidades étnicas. Este 
mecanismo especial de participación da a los pueblos 
étnicos la posibilidad de participar en las decisiones 
que los afectan y obliga al Estado a llevar a cabo los 
trámites idóneos y e caces para que las comunidades 
tradicionales intervengan en el diseño de las políticas 
que, por su contenido material, les conciernen7. 

Ha dicho la Corte que las medidas legislativas y 
administrativas susceptibles de afectar directamente a 
las comunidades étnicas presentan un patrón común: 

2 Ibíd. Pp. 26
3 Cárdenas, Felipe. El Páramo: un ecosistema de alta 

montaña. Fundación Ecosistemas Andinos, Gobernación 
de Boyacá, 1996. 

4 Op. Cit. Los Páramos del Mundo. Pp. 26.
5 Op. Cit. Los Páramos en el Mundo. Página 26.
6 Ibíd. Pp. 28
7 Corte Constitucional. Sentencia T 366 de 2011

 “Materias como el territorio, el aprovechamiento 
de la tierra rural y forestal o la explotación de recursos 
naturales en las zonas en que se asientan las comuni-
dades diferenciadas, son asuntos que deben ser objeto 
de consulta previa. Ello en el entendido de que la de -
nición de la identidad de las comunidades diferencia-
das está estrechamente vinculada con la relación que 
estas tienen con la tierra y la manera particular como 
la conciben, completamente distinta de la compren-
sión patrimonial y de aprovechamiento económico, 
propia de la práctica social mayoritaria”8. 

Medidas como la exploración y explotación mine-
ra y el aprovechamiento de la tierra rural pueden inci-
dir en los territorios ancestrales de los pueblos étnicos 
y en la salvaguarda de la integridad de su identidad 
cultural.

Por lo tanto, se debe de nir si este proyecto afecta 
a comunidades étnicas, por lo que es necesario anali-
zar la presencia de estos pueblos en los ecosistemas 
de páramo.

3.1. Presencia de comunidades indígenas en eco-
sistemas de páramos

En los páramos de Colombia existen decenas de 
comunidades étnicas que subsisten dentro de esos eco-
sistemas.

Con altitudes que oscilan entre los 3.000 y 5.690 
msnm, en el complejo de Santa Marta, que abarca los 
departamentos del Cesar, Guajira y Magdalena, la to-
talidad del área se encuentra dentro de dos resguardos 
indígenas, a saber, Arhuaco-Sierra Nevada, que ocu-
pa 48.374 has, y Kogui-Malayo Arhuaco, con 89.051 
has. El 95% hace parte del Parque Nacional Natural 
(PNN) Sierra Nevada y 74.118 has pertenecen a la Re-
serva Sierra Nevada de Santa Marta9.

Los pueblos indígenas Kogui, Wiwa, Arhuaco y 
Kan uamo registran patrones signi cativos de ocupa-
ción. Su sistema de producción se basa en la agricultu-
ra para el autoconsumo, cultivos destinados al uso ri-
tual como la coca, y otros como la papa y la arracacha, 
ubicados en tierras altas, faldas y terrazas aluviales. 
Esta economía incluye la cría de caprinos, ovinos y 
bovinos, así como la recolección de productos anima-
les y vegetales del bosque10.

En el complejo de la Serranía del Perijá, ubicado 
entre los 3.100 y 3.600 msnm en los Departamentos 
del Cesar y La Guajira, se encuentra asentada la co-
munidad Yupka, etnia caribe que integra el resguardo 
indígena Iroka y que ha habitado tradicionalmente una 
parte importante de este territorio. 

Estos resguardos, asentados inicialmente en las zo-
nas bajas de la Serranía, se fueron desplazando hacia 
las zonas más altas durante el período de la Colonia11. 
Los Yupkas sobreviven de la caza, la pesca y la agri-
cultura que se desarrolla en la parte media del ecosis-
tema, de donde obtienen alimentos como la yuca, el 
plátano, el ñame y el maíz12. 

El complejo del Cocuy es el sistema de alta monta-
ña más extenso de Colombia. Abarca los 3.100 msnm 
y 5.340 msnm, entre los departamentos del norte de 
Boyacá, el oriente de Santander, el occidente de Arau-
ca, el noroccidente de Casanare y el sur de Norte de 

8 Ibid. 
9 Instituto Alexánder von Humboldt. Atlas de Páramos de 

Colombia. Pp. 187. 
10 Ibíd. Pp. 189.
11 Ibíd. pp. 39
12 Ibíd. pp. 39
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Santander. En este territorio se ubica la etnia U’wa 
que ha desarrollado una estructura agraria de tipo mi-
nifundista13.

En la década de los ochenta, los U’wa fueron reco-
nocidos como resguardo indígena y hoy juegan un pa-
pel relevante en lo que concierne a la conservación de 
su territorio y cultura14. En la actualidad existen cinco 
resguardos ubicados en 80 mil hectáreas del complejo: 
Sabanas de Caripao, Unidos U’wa, Chibariza, Laguna 
Tranquila y Valles de Sol15.

Al sur del departamento de Nariño se encuentra el 
complejo de páramos Chiles-Cumbal, zona ubicada 
entre los 3.300 y 4.770 msnm en los municipios de 
Cumbal, Mallama, Guachucal, Túquerres, Santacruz 
y Sapuyes16. La mayoría de la población de la zona es 
indígena, destacando las comunidades Awá (cuaiker), 
Pasto (quillacinga) y los resguardos de Chiles, Pa-
nam y Mayasquer. Estas comunidades subsisten de la 
agricultura, la ganadería, la artesanía y el comercio, 
predominando la producción de leche, seguida de los 
cultivos de papa, maíz, cebada y trigo17.

En este mismo departamento, colindando con el Pu-
tumayo, se localiza el complejo paramuno La Cocha-
Patascoy, un sistema de páramos con asentamientos 
indígenas, estos últimos de origen Quillasinga ubica-
dos en cercanías a la laguna La Cocha. En este sector, 
el principal cultivo, la papa, se encuentra a altitudes 
que oscilan entre los 2.900 y 3.000 msnm18. También 
se desarrollan actividades ganaderas de doble propósi-
to y la cría de cuyes en los territorios de Pasto, Nariño 
y La Florida como alternativa de sustento económico. 
En el sector de La Cocha predomina la producción de 
maíz, papa, ores, arveja, cebolla, manzana, mora, to-
mate de árbol y la acuicultura19.

Finalmente, destaca el complejo de páramos Doña 
Juana-Chimayoy, que abarca territorios de los departa-
mentos de Cauca, Nariño y Putumayo entre los 3.300 
y 4.180 msnm. En la zona se ubican los resguardos 
indígenas Inga y Sibundoy, este último representante 
de los indígenas Kamsá. El desarrollo socioeconómi-
co y las condiciones de vida de la población son de 
extrema pobreza: el 60% tiene una o más necesidades 
básicas insatisfechas (NBI), en tanto el índice de cali-
dad de vida se ubica entre los 46 y 48 puntos20. Según 
el Instituto Humboldt, la mayor parte del complejo 
presenta una agricultura de subsistencia”21.

3.2. El Proyecto de ley número 206 de 2013 ne-
cesita consulta previa

La presencia de comunidades indígenas en los pá-
ramos pone al descubierto que este proyecto de ley 
las afecta directamente, por lo que se debe adelantar 
una consulta previa antes de que sea tramitado en el 
Congreso de la República.

La exposición de motivos da a entender que la ini-
ciativa no requiere de consulta previa porque básica-
mente está copiando lo dispuesto en el Plan Nacional 
de Desarrollo (Ley 1450 de 2011, artículo 202), norma 
que sí cumplió con este requisito. Sin embargo, este 

13  Ibíd. pp. 62
14  Ibíd. pp. 62
15  Ibíd. pp. 63
16  Ibíd. pp. 151
17  Ibíd. pp. 152
18  Ibíd. pp. 149
19  Ibíd. pp. 149
20  Ibíd. pp. 144
21  Ibíd. pp. 145

argumento no tiene en cuenta dos aspectos: primero, 
que el artículo 202 del PND es distinto a la propuesta 
del proyecto 206 de 2013. Y, segundo, que la consulta 
previa del PND se hizo sobre sus bases generales, no 
respecto de las políticas concretas incluidas en el Plan.

El artículo 202 de la Ley 1450 de 2011 dispone lo 
siguiente:

“Delimitación de ecosistemas de Páramos y Hu-
medales. Los ecosistemas de páramos y humedales 
deberán ser delimitados a escala 1:25.000 con base en 
estudios técnicos, económicos, sociales y ambientales 
adoptados por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial o quien haga sus veces. La de-
limitación será adoptada por dicha entidad mediante 
acto administrativo.

Las Corporaciones Autónomas Regionales, las de 
Desarrollo Sostenible, los grandes centros urbanos y 
los Establecimientos Públicos Ambientales realizarán 
el proceso de zoni cación, ordenamiento y determi-
nación del régimen de usos de estos ecosistemas, con 
fundamento en dicha delimitación, de acuerdo con las 
normas de carácter superior y conforme a los criterios 
y directrices trazados por el Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial o quien haga sus ve-
ces. Para lo anterior, tendrán un plazo de hasta tres (3) 
años a partir de que se cuente con la delimitación.

Parágrafo 1°. En los ecosistemas de páramos no se 
podrán adelantar actividades agropecuarias, ni de ex-
ploración o explotación de hidrocarburos y minerales, 
ni construcción de re nerías de hidrocarburos. Para 
tales efectos se considera como referencia mínima la 
cartografía contenida en el Atlas de Páramos de Co-
lombia del Instituto de Investigación Alexander von 
Humboldt, hasta tanto se cuente con cartografía a es-
cala más detallada. 

Parágrafo 2°. En los ecosistemas de humedales se 
podrán restringir parcial o totalmente las actividades 
agropecuarias, de exploración de alto impacto y ex-
plotación de hidrocarburos y minerales con base en 
estudios técnicos, económicos, sociales y ambientales 
adoptados por el Ministerio de Ambiente, Vivienda  
y Desarrollo Territorial o quien haga sus veces. El Go-
bierno Nacional dentro de los noventa (90) días calen-
dario siguientes a la expedición de esta Ley reglamenta-
rá los criterios y procedimientos para el efecto. En todo 
caso, en humedales designados dentro de la lista de im-
portancia internacional de la convención RAMSAR no 
se podrán adelantar dichas actividades”. 

Una comparación entre el Proyecto de ley número 
206 de 2013 y el artículo 202 de la Ley 1450 de 2011, 
evidencia algunas diferencias. El PND señala que la 
delimitación de los ecosistemas debe hacerse con base 
en estudios técnicos, económicos, ambientales y so-
ciales e involucra la participación de las organizacio-
nes ambientales en la determinación del régimen de 
uso de los ecosistemas.

El proyecto de ley consagra los parágrafos prohibi-
tivos de la norma del PND sin referirse a los estudios 
técnicos ni a la participación de las Corporaciones Au-
tónomas Regionales, las de Desarrollo Sostenible, los 
grandes centros urbanos y los establecimientos públi-
cos ambientales y su papel en el proceso de zoni ca-
ción, ordenamiento y determinación del régimen de 
usos de esos ecosistemas. 

En segundo lugar, la iniciativa no está eximida de 
la consulta la previa, pues no es cierto que el artículo 
202 del PND haya sido consultado con las comuni-
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dades étnicas. La consulta del PND se hizo sobre las 
“bases generales” del Plan, no sobre el componente 
especí co del mismo. 

La Sentencia T 331 de 2012 señala que, por man-
dato del artículo 339 de la C.P., las leyes de los planes 
de desarrollo están compuestas por dos partes distin-
tas, una general y otra especí ca relacionada con los 
programas concretos y el plan de inversiones. Con res-
pecto a lo anterior precisó la Corte: 

“Especí camente en la parte constitutiva del Plan 
Nacional de Inversiones Públicas, ha de examinarse 
cada uno de los programas, proyectos y presupuestos 
plurianuales que lo conforman, para efectos de estable-
cer si tal programa, proyecto o presupuesto plurianual 
tendrá una incidencia directa y especí ca sobre los 
grupos indígenas o las comunidades afrodescendien-
tes del país (…) es decir, si cada programa, proyecto 
o presupuesto plurianual individualmente considerado 
constituye una de las medidas ‘susceptibles de afectar 
especí camente a las comunidades indígenas en su ca-
lidad de tales, y no aquellas disposiciones que se han 
previsto de manera uniforme para la generalidad de 
los colombianos’”22.

El Departamento Nacional de Planeación, en una 
intervención realizada en el marco de esa Sentencia, 
con rmó que el alcance de esa consulta abarcó sola-
mente las bases generales del plan.

“Es de precisar que si bien en el artículo 273 de 
la Ley 1450 de 2011 se dejó constancia de la proto-
colización de las consultas previas sobre el Plan Na-
cional de Desarrollo 2010-2014 con las comunidades 
indígenas, afrocolombianas, raizales y palenqueras y 
pueblos Rom y Gitano; el Departamento Nacional de 
Planeación explicó en su intervención ante esta Corte, 
que esas consultas se re rieron al documento que puso 
a consideración de estas minorías, contentivo de los 
objetivos y metas de mediano y largo plazo, es decir, 
de las ‘bases del plan’, lo que el artículo 339 de la 
Carta Política denomina como parte general del Plan 
Nacional de Desarrollo”.

También ha dicho la Corte que la presencia de 
representantes de la comunidad étnica en el Conse-
jo de Planeación no suple la obligación de realizar la 
consulta previa dentro del proceso de formulación del 
Plan Nacional de Desarrollo:

“La Corte ha explicado que si bien el Consejo Na-
cional de Planeación cumple una función transcen-
dental dentro del proceso de formulación de este ins-
trumento, más aún, teniendo en cuenta que las comu-
nidades étnicas tienen asiento en dicho Consejo; este 
mecanismo de participación ‘no suple el deber estatal 
de llevar a cabo la consulta previa de los proyectos 
concretos incluidos en el Plan Nacional de Desarrollo 
con los grupos étnicos potencialmente afectados por 
ellos en forma directa y especí ca’”.

Como lo contemplado en el Proyecto de ley núme-
ro 206 de 2013 di ere del artículo 202 de la Ley 1450 
de 2011, y esta, a su vez, no fue consultada en sus 
bases especí cas, el proyecto de ley no se encuentra 
eximido de consulta previa. 

Otro aspecto importante es lo establecido en la 
Sentencia T 366 de 2011. Al diferir los efectos de la 
sentencia a dos años, la Corte reconoció la importan-
cia de salvaguardar el medio ambiente, no obstante, 
lo hizo sin eximir al Gobierno del deber de realizar la 
consulta. Por lo tanto, no es correcto a rmar que este 

22 Sentencia T 331 de 2012.

proyecto se puede tramitar sin cumplir con el requisito 
de consulta previa porque la protección del medio am-
biente prevalece sobre el derecho fundamental de las 
comunidades étnicas a ser consultadas respecto de las 
medidas que directamente les afecta. 

También sería incorrecto a rmar que la norma 
propuesta no requiere de consulta previa porque su 
afectación es general. Al respecto debe observarse que 
esta legislación, aun cuando sea de carácter general, 
tiene implicaciones de especial connotación para los 
pueblos indígenas y afrodescendientes, razón por la 
cual requiere de consulta previa antes de su aproba-
ción en el Congreso.

4. Conclusión
En concordancia con la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional, al haberse omitido la consulta previa 
en el trámite del Proyecto de ley número 206 de 2013, 
la propuesta viola los preceptos constitucionales. 

La consulta previa protocolarizada en la Ley 1450 
de 2011 no exime al presente Proyecto de Ley de rea-
lizarla. La sentencia T 331 de 2012 es clara en señalar 
que la consulta del PND no se hizo sobre las bases 
especí cas del plan, como señala la jurisprudencia 
constitucional que debe hacerse. Además, se trata de 
una ley diferente a la contenida en el Plan Nacional 
de Desarrollo, tanto en contenido, naturaleza y efectos 
como en sus propósitos constitucionales.

Como parte del bloque de constitucionalidad y de 
la normativa internacional de Derechos Humanos, la 
consulta previa es un derecho de los pueblos indígenas 
y comunidades afrodescendientes y debe garantizarse 
frente a las medidas legislativas y administrativas de 
carácter general que afecten directamente los dere-
chos e intereses de los pueblos étnicos.

Proposición
De conformidad con las consideraciones expues-

tas, presento Ponencia Negativa, y solicito a los hono-
rables Senadores Archivar el Proyecto de ley número 
206 de 2013 Senado, por la cual se dictan normas 
para la conservación de ecosistemas de páramos y 
humedales.

Ponente,
Jorge Enrique Robledo Castillo,

Senador de la República.
* * *

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

212 DE 2013 SENADO
por la cual se sanciona la pesca en el Santuario  

de Fauna y Flora de Malpelo.
Bogotá, D. C. 
Doctora
MYRIAM ALICIA PAREDES AGUIRRE 
Presidente
Comisión Segunda Constitucional Permanente
Senado de la República
Ciudad
Referencia: Ponencia para primer debate al Pro-

yecto de ley número 212 de 2013 Senado, por la cual 
se sanciona la pesca en el Santuario de Fauna y Flora 
de Malpelo.

Honorables Senadores de la República:
En cumplimiento a la designación realizada por 

la honorable Mesa Directiva de la Comisión Segunda 
Constitucional Permanente del Senado de la Repúbli-
ca, y de conformidad con lo establecido en el artículo 
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150 de la Ley 5ª de 1992, sometemos a consideración 
de los honorables Senadores el informe de ponencia 
para primer debate al Proyecto de ley número 212 de 
2013 Senado, por la cual se sanciona la pesca en el 
Santuario de Fauna y Flora de Malpelo.

1. Trámite de la iniciativa
La presente iniciativa fue radicada en la Secretaría 

General del Senado de la República el 19 de marzo 
de 2013 por los Senadores Juan Carlos Vélez Uribe 
y Juan Lozano Ramírez, y recibió el número 212 de 
2013. 

Por disposición de la Mesa Directiva de la Comi-
sión Segunda Constitucional Permanente del Senado 
de la República, se designaron como ponentes para 
rendir informe de ponencia en primer debate los Se-
nadores Alexandra Moreno Piraquive y Juan Lozano 
Ramírez. 

2. Objeto
Este proyecto de ley tiene como propósito proteger 

la zona marítima circundante de la isla de Malpelo, 
mediante la privación de la libertad y la imposición 
de sanciones pecuniarias a quienes realicen cualquier 
actividad pesquera en la zona marítima ubicada en el 
Pací co colombiano que enmarque el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible.

También busca llevar a cabo el decomiso de nitivo 
de las embarcaciones que sean halladas practicando la 
pesca ilegal en dicho lugar, y cancelar la residencia a 
los extranjeros que incurran en las referidas conduc-
tas, conllevando incluso a prohibirles el ingreso al te-
rritorio colombiano por un período de 20 años. 

3. Contenido de la iniciativa
El presente proyecto de ley, además del título, se 

compone de cinco (5) artículos, entre ellos el de la vi-
gencia.

El artículo 1° prohíbe tanto a nacionales como a 
extranjeros que realicen actividades pesqueras en la 
zona marítima ubicada en el Pací co colombiano, de-
limitada y alinderada por la Resolución número 1589 
del 26 de octubre de 2005 del Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial.

El artículo 2° establece para quienes pesquen en el 
territorio marítimo perteneciente a la Isla de Malpe-
lo, la pena privativa de la libertad entre tres (3) y seis 
(6) años y sanciones pecuniarias hasta cincuenta mil 
(50.000) salarios mínimos legales mensuales vigen-
tes; mientras que el artículo 3° establece que cabrá el 
decomiso de nitivo para las embarcaciones que prac-
tiquen la pesca de manera ilegal en dicha área. 

El artículo 4° se re ere a la cancelación de la resi-
dencia a los extranjeros que incurran en las referidas 
conductas, y también les prohíbe el ingreso al territo-
rio colombiano por un período de 20 años. 

Y el artículo 5° consagra que esta iniciativa regirá 
desde la fecha de su promulgación.

4.
Ningún esfuerzo intelectual es necesario para des-

pacharse en elogios y reconocimientos acerca de la 
majestuosidad de la Isla de Malpelo; solo basta con 
visitar algunas páginas de internet, para encontrar los 
datos más interesantes y llamativos acerca de este lu-
gar; por consiguiente, sea lo primero resaltar la ubica-
ción y la importancia que para el ecosistema nacional 
y mundial representa la Isla de Malpelo.

Se trata de un santuario de fauna y ora, que de 
acuerdo a cifras de la Unesco, comprende 350 hectá-
reas con una zona marítima contigua de 857.150 hec-

táreas, y se encuentra ubicada a 506 kilómetros de la 
costa pací ca colombiana, alinderada de conformidad 
con el artículo primero de la Resolución número 1589 
del 26 de octubre de 2005 expedida por el Ministerio 
de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, así:

(…)
“Reservar, alinderar y declarar como Santuario de 

Fauna y Flora Malpelo, la zona comprendida dentro 
del perímetro enmarcado en las coordenadas que se 

-
gono de forma cuadrada que contienen totalmente un 
círculo de radio de 25 Millas Náuticas con centro en 
la Isla Malpelo

Punto 1: 4º26´00´´ N 
 82º 00´00´´W 
Punto 2: 4º 26´00´´N 
 81º 08´00´´ W 
Punto 3: 3º 32´00´´ N 
 82º 00´00´´W 
Punto 4: 3º 32´00´´ N 
 81º 08´00´´ W.”
Se caracteriza por tener un extenso parque marino, 

de capital importancia para un sinnúmero de especies 
marinas en peligro de extinción a nivel mundial, así 
considerada tanto por sus aportes en nutrientes, como 
por su acaparamiento en biodiversidad marina.

Según datos extraídos de la enciclopedia virtual 
Wikipedia “en 1995 el Gobierno de Colombia declaró 
a Malpelo como un área protegida en la categoría de 
Santuario de Fauna y Flora (SFF), y en el año 2002 
fue reconocida como “Zona Marina Especialmente 
Sensible” ante la Organización Marítima Internacio-
nal (OMI); en ese año el área protegida fue amplia-
da y realinderada. El 12 de julio de 2006, la isla de 
Malpelo fue declarada Patrimonio de la Humanidad 
por los 21 países miembros de la Unesco reunidos en 
Vilna, Lituania”1.

Malpelo es uno de los dos lugares en el mundo 
donde se ha con rmado el avistamiento del tiburón 
Sol-Rayo (Odontaspis ferox), un tiburón de profundi-
dad localmente conocido como “el monstruo” (noti-
cias.universia.net.co).

Malpelo forma parte del Corredor Marino de Con-
servación del Pací co Este Tropical, para la protec-
ción y el uso sostenible de la diversidad biológica ma-
rina, creado por los Gobiernos de Costa Rica, Panamá, 
Ecuador y Colombia en la Declaración de San José, 
del que también forma las islas de los Cocos, Galápa-
gos, Coiba y Gorgona. (noticias.universia.net.co).

Ahora bien, el problema principal detectado radica 
en la pesca indiscriminada que a lo largo de los úl-
timos años ha sido identi cada y se mani esta de la 
siguiente manera. 

Su peculiaridad la describe la Unesco en los si-
guientes términos: “La isla de Malpelo es, en particu-
lar, un santuario para meros gigantes, peces volado-
res y especies raras de tiburones. Su costa está consi-
derada como uno de los más extraordinarios sitios del 
mundo para el buceo, debido a la excepcional belleza 
de sus abruptos acantilados y grutas. Además, sus 
aguas profundas sirven de refugio a un número con-
siderable de especies pelágicas y grandes depredado-
res marinos, cuyo comportamiento natural permanece 
inalterado en este medio ambiente protegido”2, con 

1 http://es.wikipedia.org/wiki/Isla_de_Malpelo
2 http://whc.unesco.org/es/list/1216
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un agregado especial que puede sonar hasta insensato 
y es que a pesar de estar reconocida como la zona de 
pesca prohibida más extensa de toda la zona tropical 
del Pací co Oriental, han sido bastantes los casos en 
los cuales barcos extranjeros, fueron sorprendidos por 
las autoridades Colombianas causando graves daños a 
través de la pesca indiscriminada, donde luego de cap-
turar al tiburón le cortan las aletas y luego lo introdu-
cen nuevamente en el mar aún con vida, siendo apenas 
el comienzo de un sufrimiento extenso y doloroso que 
culmina con la muerte, para satisfacer los bolsillos de 
algunos pescadores, dados los altos precios que por 
un plato de aleta de tiburón se paga en algunos países 
del mundo.

La descripción del problema que por medio de la 
presente iniciativa ponemos de presente ante los hono-
rables congresistas, se resume en el trabajo periodísti-
co realizado por Laura Linero y Javier Silva publicado 
el día 1° de marzo de 2013 por el diario El Tiempo, 
denominado “‘Aleteo’ sigue acabando con los tiburo-

reportaje que nos muestra con deta-
lles muy ilustrativos la problemática, en los siguientes 
términos:

“Sacan al tiburón, cortan sus aletas y, aún vivo, 
regresan el resto de su cuerpo al mar. La agonía del 
animal es larga y dolorosa, pero para los cazadores 
esto no importa. Hay mucho dinero en juego, muchas 
sopas por preparar con algunas de sus aletas despe-
dazadas, platillos que se venden a precio de oro y que 
se sirven en bodas, cenas de lujo, eventos corporati-
vos y en las celebraciones de Año Nuevo. 

El espécimen más temido del océano termina, en-
tonces, convertido en uno de los más preciados platos 
de la gastronomía asiática. Tal sobreexplotación, que 
ha sido bautizada como ‘aleteo’, ha sido una de las 
causas de la reducción de las poblaciones de escualos 
en un 30 por ciento en todo el mundo y los tiene en 
camino de la extinción. 

De las 307 especies de tiburón evaluadas por la 
Unión Internacional para la Conservación de la Na-
turaleza (UICN), 50 sufren algún grado de amenaza 
y solo tres están protegidas por acuerdos internacio-
nales. El comercio mundial de aletas puede dejarle 
ganancias a una sola empresa en Hong Kong (China) 
-el mayor importador- de 12 millones de dólares al 
año. Un plato de sopa de tiburón puede costar hasta 
100 dólares. Y un kilo de aletas no baja de los mil 
dólares. Este puerto, con el 58 por ciento, es el líder 
del comercio mundial de esas partes, según la Orga-
nización de las Naciones Unidas para la Alimentación 
y la Agricultura (FAO). 

Según esta entidad, cada año se matan 73 millones 
de tiburones en el mundo. Y Colombia, o las especies 
de estos peces que se mueven por nuestros mares, 
también es víctima, y está engrosando, cada vez con 
más frecuencia, ese comercio global. 

llevadas a Centroamérica y, de ahí, al Asia (ver grá-

como Lunita K, de bandera costarricense, fue detec-
tado por la Armada –que hace patrullajes constantes–
pescando ilegalmente en el área marina protegida de 
Malpelo. Llevaba 700 kilogramos de tiburones marti-
llo y más de 60 aletas de diferentes especies. 

Otras seis embarcaciones, dos de ellas con ban-
dera ecuatoriana, también han sido procesadas pe-
nalmente por Parques Nacionales Naturales luego de 
ser descubiertas navegando en esta área marina pro-

tegida. Pero esa vigilancia que la Fuerza Naval hace 
con cuatro barcos, entre ellos el ARC Sula y el ARC 
Monzón, no da abasto. 

de 300.000 kilómetros cuadrados de mar. Malpelo tie-
ne casi 10.000 kilómetros cuadrados, que exigen pa-
trullajes complejos y costosos”, explica el teniente de 
fragata Diego Areiza, vocero de la Fuerza Naval del 

Cuando una tripulación es capturada pescando ile-
galmente en territorio colombiano, no puede recibir 
penas en el país superiores a los cuatro años, que son 
excarcelables. Y aunque la carga y la pesca son con-

de una multa que no supera los 20 millones de pesos.
“Los pescadores ilegales deben ser procesados, 

por ley, en un máximo de 36 horas, y muchas veces 
los trayectos desde los sitios en los que son apresados 
hasta un lugar como Buenaventura, donde los espe-

agrega Areiza. De ahí que muchos tripulantes queden 
libres y regresen a sus países sin recibir mayores cas-

-

Por el momento, los esfuerzos para detener la 
sobrepesca de tiburones avanzan lentamente. Hay 
una nueva oportunidad, que nace desde mañana, en 
Bangkok (Tailandia), donde se reúne la Convención 
sobre el Comercio Internacional de Especies Amena-
zadas de Fauna y Flora Silvestres (Cites).

Sin embargo, y a pesar de los ingentes esfuerzos 
realizados por las autoridades colombianas, así como 
por la comunidad internacional para frenar la pesca y 
los graves perjuicios ocasionados, pareciera que no es 
su ciente, pues hace apenas unos meses las autorida-
des colombianas detuvieron dos barcos con proceden-
cia ecuatoriana y costarricense sorprendidos pescando 
atunes y tiburones en Malpelo, lo cual fue puesto bajo 
conocimiento de la Fiscalía General de la Nación se-
gún lo informó Parques Nacionales y en su momento 
por el diario El Tiempo. Por las mismas razones y a 
raíz de este incidente el mismo Presidente de la Re-
pública solicitó endurecer las sanciones por la pesca 
ilegal solicitando en su momento al comandante de la 
Armada especial vigilancia y atención al fenómeno.

Sumado a lo anterior tenemos que en la actualidad 
los barcos pesqueros sorprendidos ejerciendo la acti-
vidad de la pesca de manera ilegal, son exonerados 
de toda responsabilidad con el simple hecho de pa-
gar una multa, como lo registró el día 15 de diciembre 
de 2011 el semanario de San Andrés y Providencia y 
Santa Catalina llamado The Archipielago Press, en su 
artículo llamado “Pesquero nicaragüense paga multa 
por pesca ilegal en aguas colombianas”.

Es por los argumentos esbozados, que la necesidad 
de endurecer la drasticidad de los castigos a imponer 
en cabeza de aquellos propietarios de las embarcacio-
nes junto con su tripulación, que violen la prohibición 
de pesca dentro de la jurisdicción protegida por dis-
posiciones nacionales como por la comunidad inter-
nacional, se hace imperiosa, inminente e imprescindi-
ble, sancionando no solo penal, sino administrativa y 
patrimonialmente al infractor de la norma, hasta con 
el decomiso de nitivo sobre la embarcación utilizada 
para cometer el ilícito, y la pérdida del derecho de re-
sidencia cuando se tenga en el caso de los extranjeros, 
como penas accesorias de la pena privativa de la liber-
tad para los pescadores ilegales.
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5. Marco Jurídico
Nuestro ordenamiento jurídico ha desarrollado 

normas que se re eren a materias ambientales, que 
van desde disposiciones contenidas en la Constitución 
Nacional misma hasta resoluciones expedidas por las 
entidades técnicas. 

En cuanto a la Carta Política, sus primeros artícu-
los prevén el medio ambiente como un derecho, que 
incluso se relaciona con otros como el de la educación 
debido a la necesidad de que este se conozca para su 
goce, y especialmente para su protección, la cual está 
a cargo del Estado en primer lugar según los artícu-
los 67 y 79, aunque no deja de ser un deber para los 
miembros de la comunidad nacional en términos del 
numeral 8 del artículo 95. 

De acuerdo con el artículo 334 de la Carta Polí-
tica, si esta iniciativa se convierte en ley, el Estado 
por mandato de la misma, realizaría sus obligaciones 
constitucionales, como son la de intervenir en la pre-
servación de un ambiente sano.

Con sujeción al artículo 289 de la norma superior, 
este proyecto de ley determina que las autoridades co-
lombianas competentes adelantarán actividades para 
la preservación del ambiente, como es el decomiso de-

nitivo de embarcaciones que realicen pescas ilícitas 
en esa área, para lo cual conviene contar con la coope-
ración de nuestro país vecino, Ecuador. 

En ese orden de ideas conviene precisar qué acti-
vidades se pueden desarrollar en la isla de Malpelo, y 
eso depende de que pertenezca a una de las áreas que 
señala el artículo 329 del Decreto 2811 de 1974; que 
por fortuna declaró la Resolución 1292 de 1995 como 
Santuario de Fauna y Flora, y que posteriormente fue 
ampliada mediante las Resoluciones 1423 de 1996, 
0761 de 2002 (que realinderó el Santuario de Malpelo 
tras la declaración del área como Zona Especialmente 
Sensible de la Organización Marítima Internacional - 
Resolución MPEC. 97 del 8 de marzo de 2002) y 1589 
de 2005. 

De acuerdo con los literales d) y e) del artículo 329 
del Decreto 2811 de 1974, el santuario de ora es el 
“Área dedicada a preservar especies o comunidades 
vegetales para conservar recursos genéticos de la 

ora Nacional”, y el santuario de fauna es el “Área 
dedicada a preservar especies o comunidades de 
animales silvestres, para conservar recursos genéticos 
de la fauna nacional”. 

En relación con estas áreas del Sistema Nacional 
de Parques, el Código Nacional de Recursos Naturales 
Renovables y de Protección al Medio Ambiente per-
mite que en ellas se realicen actividades “de conser-
vación, de recuperación y control, de investigación y 
educación”3; las cuales son de nidas por su artículo 
332 de la siguiente manera:

a) De conservación: Son las actividades que con-
tribuyen al mantenimiento de su estado propio los 
recursos naturales renovables y al de las bellezas pa-
norámicas y fomentan el equilibrio biológico de los 
ecosistemas;

b) De investigación: Son las actividades que con-
ducen al conocimiento de ecosistemas y de aspectos 
arqueológicos y culturales, para aplicarlo al manejo 
y uso de los valores naturales e históricos del país;

c) De educación: Son las actividades permitidas 
para enseñar lo relativo al manejo, utilización y con-

3 Literal d), artículo 331 del Decreto 2811 de 1974.

servación de valores existentes y las dirigidas a pro-
mover el conocimiento de las riquezas naturales e 
históricas del país y de la necesidad de conservarlas;

d) De recreación: Son las actividades de esparci-
miento permitidas a los visitantes de áreas del sistema 
de parques Nacionales;

e) De cultura: Son las actividades tendientes a 
promover el conocimiento de valores propios de una 
región, y

f)De recuperación y control: Son las actividades, 
estudios e investigaciones, para la restauración total 
o parcial de un ecosistema o para acumulación de ele-
mentos o materias que lo condicionan”. 

(Subrayado fuera de texto).
No obstante, hay personas que contrarían dichos 

preceptos, y teniendo en cuenta el n que persigue 
este proyecto de ley, es necesario advertir que el Có-
digo Penal (Ley 599 de 2000) tipi có la “ilícita acti-
vidad de pesca” como conducta punible, y la reguló a 
través de su artículo 355 de la siguiente manera:

“Artículo 335. Ilícita actividad de pesca. <Artículo 
38 de la Ley 1453 de 2011. 

El nuevo texto es el siguiente:> El que sin permiso 
de autoridad competente o con incumplimiento de la 
normatividad existente, realice actividad de pesca, 
comercialización, transporte, o almacenaje de ejem-
plares o productos de especies vedadas o en zonas o 
áreas de reserva, o en épocas vedadas, en zona prohi-
bida, o con explosivos, sustancia venenosa, incurrirá 
en prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento ocho (108) 
meses y multa hasta de cincuenta mil (50.000) sala-
rios mínimos legales mensuales vigentes. 

En la misma pena incurrirá el que: 
1. Utilice instrumentos no autorizados o de especi-

-
tidas por la autoridad competente. 

2. Deseque, varíe o baje el nivel de los ríos, lagu-
nas, ciénagas o cualquiera otra fuente con propósitos 

3. Altere los refugios o el medio ecológico de espe-
cies de recursos hidrobiológicos, como consecuencia 
de actividades de exploración o explotación de recur-
sos naturales no renovables. 

4. Construya obras o instale redes, mallas o cual-
quier otro elemento que impida el libre y permanente 
tránsito de los peces en los mares, ciénagas, lagunas, 
caños, ríos y canales”.

Por las razones expuestas, y considerando que en-
tre las funciones del Congreso de la República está la 
elaboración de las leyes; sus integrantes están faculta-
dos para regular materias como a las que se re ere esta 
iniciativa parlamentaria por su pertinencia, de confor-
midad con el numeral 1 del artículo 150 y el artículo 
154 de la norma superior.

6.
Con el n de enriquecer esta iniciativa, en días 

pasados se sostuvieron reuniones con representantes 
del Sistema de Parques Nacionales Naturales, quienes 
hicieron recomendaciones pertinentes sobre el título 
y articulado de este proyecto de ley, las cuales se aco-
gieron y proponen mediante este informe de ponencia 
para primer debate como se muestra a continuación:

Modifíquese el título del Proyecto de ley número 
212 de 2013 Senado, por la cual se sanciona la pesca 
en la isla de Malpelo, y en su lugar se establezca por 
la cual se sanciona la pesca en el Santuario de Fauna 
y Flora de Malpelo.
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Modifíquese el artículo 1° del Proyecto de ley nú-
mero 212 de 2013 Senado, el cual quedará de la si-
guiente manera, teniendo en cuenta la necesidad de 
que se advierta en él la consecuencia jurídica de incu-
rrir en la prohibición a que este se re ere, de confor-
midad con el procedimiento sancionatorio ambiental:

“Artículo 1°. Queda prohibido, tanto para na-
cionales como para extranjeros, toda clase de pesca 
y/o aprovechamiento del recurso hidrobiológico, así 
como el tránsito de embarcaciones pesqueras nacio-
nales o extranjeras, en el área del Santuario de Fauna 

delimitada y alinderada por el Ministerio de Ambien-
te, Vivienda y Desarrollo Territorial. El desconoci-
miento de esta prohibición, generará las sanciones 
administrativas establecidas en la Ley 1333 de 2009 y 
las penales a que hubiere lugar”.

Modifíquese el artículo 2° del Proyecto de ley nú-
mero 212 de 2013 Senado con arreglo al artículo 335 
del Código Penal (Ley 599 de 2000) que tipi ca la 
pesca ilegal, el cual quedará de la siguiente manera:

“Artículo 2°. El que pesque dentro del territorio 

la isla de Malpelo, incurrirá en la pena privativa de 
la libertad y en la sanción pecuniaria previstas en el 
artículo 335 del Código Penal (Ley 599 de 2000)”.

Modifíquese el artículo 3° del Proyecto de ley 
número 212 de 2013 Senado, teniendo en cuenta que 
debe aclararse en él que la noti cación de actos admi-
nistrativos a extranjeros en el marco de un proceso por 
infracciones ambientales se sujetará a la Ley 1333 de 
2009, el cual quedará de la siguiente manera:

“Artículo 3°. -
jeros. En las actuaciones sancionatorias ambientales 

en los términos que establece la Ley 1333 de 2009”.
Modifíquese el artículo 4° del Proyecto de ley nú-

mero 212 de 2013 Senado, el cual quedará de la si-
guiente manera, teniendo en cuenta que en relación 
con las infracciones de que trata esta iniciativa se re-
mitirá a su artículo 1°:

“Artículo 4°. Cuando el infractor de las disposi-

residente en Colombia, se le cancelará de forma auto-
mática su permiso de residencia, extendiéndosele di-
cha prohibición a la expedición de visa para ingresar 
al territorio colombiano, por un término de 20 años”.

Inclúyase un nuevo artículo que en numeración 
corresponderá al 5°, teniendo en cuenta que se requie-
re un fondo para que administre la disposición de estas 
embarcaciones:

Artículo 5°. Administración de bienes utilizados 
para la ilícita actividad de pesca o violación de fron-
teras para la explotación o aprovechamiento de los 
recursos naturales. Las embarcaciones y demás me-
dios utilizados para la infracción de actividad de pes-
ca, la explotación o aprovechamiento de los recursos 
naturales, serán administrados desde la imposición 

-

El Fondo Especial para administración de bienes 
utilizados para la ilícita actividad de pesca o viola-
ción de fronteras para la explotación o aprovecha-
miento de los recursos naturales, estará administrado 
por la Autoridad Marítima Colombiana.

Parágrafo 1°. El Fondo Especial para adminis-
tración de bienes utilizados para la ilícita actividad 
de pesca o violación de fronteras para la explota-
ción o aprovechamiento de los recursos naturales, 
es una cuenta especial sin personería jurídica ad-
ministrada por el Director de la Autoridad Maríti-
ma Colombiana. 

Parágrafo 2°. Los bienes, el producto de su venta 
y administración, ingresarán al Fondo Especial para 
administración de bienes utilizados para la ilícita 
actividad de pesca o violación de fronteras para la 
explotación o aprovechamiento de los recursos na-

conservación y restauración de las áreas marinas e 
insulares protegidas”.

Parágrafo 3°. Recursos del fondo. Los recursos re-
queridos para el funcionamiento del Fondo Especial 
para administración de bienes utilizados para la ilíci-
ta actividad de pesca o violación de fronteras para la 
explotación o aprovechamiento de los recursos natu-
rales, estarán constituidos por: 

1. Las partidas destinadas a la administración del 
Fondo en el Presupuesto de Parques Nacionales Na-
turales, la Autoridad Nacional de Acuicultura y Pes-
ca, las Corporaciones Autónomas Regionales compe-
tentes y la Dirección General Marítima.

2. Los bienes sobre los cuales se ha declarado 
el decomiso definitivo a favor del Fondo Especial 
para administración de bienes utilizados para la 
ilícita actividad de pesca o violación de fronteras 
para la explotación o aprovechamiento de los re-
cursos naturales, así como el producto de su admi-
nistración. 

3. Los rendimientos y los frutos que pudieran ge-
nerar los bienes que hacen parte del Fondo Especial 
para administración de bienes utilizados para la ilí-
cita actividad de pesca o violación de fronteras para 
la explotación o aprovechamiento de los recursos na-
turales.

4. Las donaciones o aportes al fondo especial de 
bienes, de procedencia nacional o de cooperación in-
ternacional. 

5. Los demás recursos que sean transferidos al  
Fondo Especial por parte de autoridades competentes. 

6. Los demás que señalen la ley”.
7.
De conformidad con el artículo 3° de la Ley 819 

de 2003, está pendiente la recepción del concepto por 
parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
que sustente los costos scales y la fuente de ingreso 
adicional generada para el nanciamiento de que trata 
el artículo 6° de esta iniciativa.

8.
Por lo anteriormente expuesto, solicitamos a los in-

tegrantes de la honorable Mesa Directiva de la Comi-
sión Segunda Constitucional Permanente del Senado 
de la República, dar primer debate al Proyecto de ley 
número 212 de 2013 Senado, por la cual se sanciona 
la pesca en el Santuario de Fauna y Flora de Malpelo.

De los honorables Senadores, 
Alexandra Moreno,

Senadora de la República.
Juan Lozano Ramírez,

Senador de la República. 
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TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 212 DE 2013 

SENADO
por la cual se sanciona la pesca en el Santuario  

de Fauna y Flora de Malpelo.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Queda prohibido, tanto para nacio-

nales como para extranjeros, toda clase de pesca 
y/o aprovechamiento del recurso hidrobiológico, así 
como el tránsito de embarcaciones pesqueras nacio-
nales o extranjeras, en el área del Santuario de Fauna 
y Flora Malpelo, ubicada en el Pací co colombiano, 
delimitada y alinderada por el Ministerio de Ambien-
te, Vivienda y Desarrollo Territorial. El desconoci-
miento de esta prohibición, generará las sanciones 
administrativas establecidas en la Ley 1333 de 2009 
y las penales a que hubiere lugar.

Artículo 2°. El que pesque dentro del territorio ma-
rítimo de nido como perteneciente al Santuario de la 
Isla de Malpelo, incurrirá en la pena privativa de la 
libertad y en la sanción pecuniaria, previstas en el ar-
tículo 335 del Código Penal (Ley 599 de 2000).

Artículo 3°. -
ros. En las actuaciones sancionatorias ambientales las 
noti caciones a ciudadanos extranjeros se surtirán en 
los términos que establece la Ley 1333 de 2009.

Artículo 4°. Cuando el infractor de las disposicio-
nes a que se re ere el artículo 1° sea un extranjero 
residente en Colombia, se le cancelará de forma auto-
mática su permiso de residencia, extendiéndosele di-
cha prohibición a la expedición de visa para ingresar 
al territorio colombiano, por un término de 20 años.

Artículo 5°. Administración de bienes utilizados 
para la ilícita actividad de pesca o violación de fron-
teras para la explotación o aprovechamiento de los re-
cursos naturales. Las embarcaciones y demás medios 
utilizados para la infracción de actividad de pesca, la 
explotación o aprovechamiento de los recursos natu-
rales, serán administrados desde la imposición de la 
medida preventiva hasta su decomiso de nitivo y dis-
posición nal por el Fondo Especial para la adminis-
tración de bienes que se crea para tal n.

El Fondo Especial para administración de bienes 
utilizados para la ilícita actividad de pesca o violación 
de fronteras para la explotación o aprovechamiento de 
los recursos naturales, estará administrado por la Au-
toridad Marítima Colombiana.

Parágrafo 1°. El Fondo Especial para administra-
ción de bienes utilizados para la ilícita actividad de 
pesca o violación de fronteras para la explotación o 
aprovechamiento de los recursos naturales, es una 
cuenta especial sin personería jurídica administrada 
por el Director de la Autoridad Marítima Colombiana. 

Parágrafo 2°. Los bienes, el producto de su venta y 
administración, ingresarán al Fondo Especial para admi-
nistración de bienes utilizados para la ilícita actividad de 
pesca o violación de fronteras para la explotación o apro-
vechamiento de los recursos naturales y serán asignados 
para nes de protección, conservación y restauración de 
las áreas marinas e insulares protegidas”.

Parágrafo 3°. Recursos del fondo. Los recursos re-
queridos para el funcionamiento del Fondo Especial 
para administración de bienes utilizados para la ilícita 
actividad de pesca o violación de fronteras para la ex-
plotación o aprovechamiento de los recursos natura-
les, estarán constituidos por: 

1. Las partidas destinadas a la administración del 
Fondo en el Presupuesto de Parques Nacionales Na-
turales, la Autoridad Nacional de Acuicultura y Pesca, 
las Corporaciones Autónomas Regionales competen-
tes y la Dirección General Marítima.

2. Los bienes sobre los cuales se ha declarado el 
decomiso de nitivo a favor del Fondo Especial para 
administración de bienes utilizados para la ilícita acti-
vidad de pesca o violación de fronteras para la explo-
tación o aprovechamiento de los recursos naturales, 
así como el producto de su administración. 

3. Los rendimientos y los frutos que pudieran gene-
rar los bienes que hacen parte del Fondo Especial para 
administración de bienes utilizados para la ilícita acti-
vidad de pesca o violación de fronteras para la explo-
tación o aprovechamiento de los recursos naturales.

4. Las donaciones o aportes al fondo especial de 
bienes, de procedencia nacional o de cooperación in-
ternacional. 

5. Los demás recursos que sean transferidos al 
Fondo Especial por parte de autoridades competentes. 

6. Los demás que señalen la ley”.
Artículo 6°. La presente ley rige a partir de la fecha 

de su promulgación.
De los honorables Senadores,

Alexandra Moreno,
Senadora de la República.

Juan Lozano Ramírez,
Senador de la República. 

T E X T O S   A P R O B A D O S 

TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 4  
DE JUNIO DE 2013 AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 29 DE 2012 SENADO
por la cual el Congreso de la República de Colom-
bia rinde homenaje a la memoria del sociólogo, in-
telectual, académico, investigador social y profesor  
Orlando Fals Borda en reconocimiento a su vida, obra 

y aportes en la construcción del país.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. El Congreso de la República de Co-

lombia, honra y exalta la memoria del sociólogo, in-

telectual, investigador social y académico Orlando 
Fals Borda. 

Artículo 2°. Encárguese a la unidad administrati-
va especial de la biblioteca Nacional de Colombia, la 
recopilación, selección y publicación de la obra del 
maestro Orlando Fals Borda. 

Artículo 3°. Encárguese a la Radio Televisión Na-
cional de Colombia (RTVC), la producción y emisión 
de un documental que recoja y exalte la vida y obra 
del maestro Orlando Fals Borda. 

Artículo 4°. Autorícese al Gobierno Nacional para 
incorporar dentro del Presupuesto General de la Na-
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ción, las apropiaciones necesarias, para los efectos 
contemplados en la presente ley. 

Artículo 5°. Créase el Fondo Orlando Fals Borda, 
como una cuenta especial, sin personería jurídica, ads-
crita a la Universidad Nacional de Colombia, cuyo ob-
jeto será aportar los recursos necesarios para nanciar 
proyectos encaminados a desarrollar y difundir el pen-
samiento y la obra del maestro Orlando Fals Borda. 
Los recursos del fondo provendrán de los aportes que 
se le asignen del Presupuesto General de la Nación, 
así como de las donaciones realizadas por personas 
naturales o jurídicas y organismos de cooperación in-
ternacional. 

Artículo 6°. El fondo Orlando Fals Borda, estará 
bajo la administración y supervisión de la Universidad 
Nacional de Colombia. 

Artículo 7°. La presente ley rige a partir de su pro-
mulgación. 

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 
permito presentar el texto definitivo aprobado en 
sesión Plenaria del Senado de la República el día 
4 de junio de 2013, al Proyecto de ley número 29 
de 2012 Senado, por la cual el Congreso de la Re-
pública de Colombia rinde homenaje a la memoria 
del sociólogo, intelectual, académico, investigador 
social y profesor Orlando Fals Borda en reconoci-
miento a su vida, obra y aportes en la construcción 
del país y de esta manera continúe su trámite legal 
y reglamentario en la honorable Cámara de Repre-
sentantes. 

Camilo Romero, 
Ponente. 

El presente texto fue aprobado en plenaria de Sena-
do el 4 de junio de 2013 sin modi caciones. 

Gregorio Eljach Pacheco, 
Secretario General. 

TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 4 
DE JUNIO DE 2013 AL PROYECTO DE LEY  

NÚMERO 143 DE 2012 SENADO
por medio de la cual se declara Patrimonio Cultural y 
Artístico de la Nación al Carnaval de Riosucio, Caldas 

y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Declárese Patrimonio Cultural y Artís-

tico de la Nación al Carnaval de Riosucio, que se lleva 
a cabo en el municipio de Riosucio, departamento de 
Caldas. 

Artículo 2°. El Ministerio de Cultura o la entidad 
que haga sus veces, deberá contribuir al fomento, pro-
moción, difusión, protección, conservación y nan-
ciación del Carnaval de Riosucio. 

Artículo 3°. Autorícese al Gobierno Nacional para 
efectuar asignaciones presupuestales del orden de cua-
trocientos millones de pesos ( 400.000.000), a n de 
contribuir a la nanciación del Carnaval de Riosucio. 

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la fecha 
de su promulgación. 

Con el propósito de dar cumplimiento a lo esta-
blecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me per-
mito presentar el texto de nitivo aprobado en sesión 
Plenaria del Senado de la República el día 4 de ju-
nio de 2013, al Proyecto de ley número 143 de 2012 
Senado, por medio de la cual se declara Patrimonio 
Cultural y Artístico de la Nación al Carnaval de Rio-
sucio, Caldas y se dictan otras disposiciones y de esta 
manera continúe su trámite legal y reglamentario en la 
honorable Cámara de Representantes. 

Mauricio Lizcano Arango, 
Ponente. 

El presente texto fue aprobado en plenaria de Sena-
do el 4 de junio de 2013 sin modi caciones. 

Gregorio Eljach Pacheco,
Secretario General.

C O N C E P T O S   J U R Í D I C O S

CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AL PRO-
YECTO DE LEY NÚMERO 96 DE 2012 SENADO

-
das con el precio de la gasolina motor, el ACPM y el 
GLP y el turbo combustible de aviación JET A1, y se 

dictan otras disposiciones.
UJ-0440-13
Bogotá, D. C., 
Honorable Senadora 
NORA GARCÍA BURGOS 
Presidenta Comisión Quinta 
Senado de la República 
Ciudad 
Asunto: Proyecto de ley número 96 de 2012 Se-

nado, -
cionadas con el precio de la gasolina motor, el ACPM 
y el GLP y el turbo combustible de aviación JET A1, y 
se dictan otras disposiciones.

Respetada Presidenta:
De manera atenta el Ministerio de Hacienda y Cré-

dito Público presenta los comentarios que estima per-
tinentes someter a su consideración sobre el Proyecto 
de ley número 96 de 2012 Senado, por la cual se 

 pre-
cio de la gasolina motor, el ACPM y el GLP y el tur-
bo combustible de aviación JET A1, y se dictan otras 
disposiciones.

El proyecto de ley referenciado en el Asunto, pre-
tende regular el precio de los combustibles terrestres 
y de aviación en el país, teniendo en cuenta los costos 
de producción nacional de la gasolina, el ACPM, el 
Gas GLP y el turbo combustible de aviación JET A1. 

Esta medida disminuiría considerablemente los in-
gresos del Gobierno Nacional Central, que en el 2011 
recibió por este concepto 1,6 billones de pesos, cifra 
que representa cerca de 0,3% del PIB y 1,7% de los 
ingresos totales del Gobierno Nacional Central en ese 
mismo año (Véase Cuadro 1). 
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Cuadro 1: Ingresos del Gobierno Nacional  
por impuesto global a los combustibles

Al respecto, es pertinente mencionar, que el pasado 
26 de diciembre de 2012 el Congreso de la Repúbli-
ca expidió la Ley 1607 de 2012 (Reforma Tributaria), 
mediante la cual, sustituyó el impuesto global a la ga-
solina, al ACPM y el IVA, por el Impuesto Nacional a 
la Gasolina y al ACPM: 

“Artículo 167. Impuesto nacional a la gasolina y 
al ACPM. A partir del 1° de enero de 2013, sustitúya-
se el impuesto global a la gasolina y al ACPM consa-
grado en los artículos 58 y 59 de la Ley 223 de 1995, 
y el IVA a los combustibles consagrado en el Título IV 
del Libro 111 del Estatuto Tributario y demás normas 
pertinentes, por el Impuesto Nacional a la Gasolina y 
al ACPM.” 

Además de lo anterior, resulta necesario explicar 
que los impuestos a los combustibles generan recursos 
que, en teoría, deberían ser su cientes para pagar las 
externalidades negativas causadas por el consumo de 
los mismos, que son numerosas. Según Parry y Strand 
(2009)1, el consumo de combustibles genera exter-
nalidades negativas por polución, congestión, acci-
dentes, ruido y daño de las vías. Para el caso chileno, 
Parry y Strand encuentran que los valores económi-
cos de las externalidades negativas generadas por el 
consumo de un galón de gasolina y diésel ascienden, 
respectivamente, a 1,82 y 1,68 dólares, que a la tasa de 
cambio promedio de 2011 equivalen a 3.361 y 3.103 
pesos, respectivamente. Aunque las condiciones en 
Colombia pueden diferir signi cativamente de las ob-
servadas en Chile, cabe mencionar que en septiembre 
de 2012 el total de impuestos pagados en Bogotá por 
un galón de gasolina y diésel ascendía a 2.285 y 1.221 
pesos, respectivamente. 

El artículo 4°, propone utilizar el WTI como el pre-
cio internacional de referencia para calcular lo que de-
nominan “precio del petróleo interno pagado a precio 
internacional y utilizado en las re nerías”. Ello resulta 
inconveniente, pues el WTI no es un precio de referen-
cia de los re nados de petróleo, sino un precio de refe-
rencia del crudo de petróleo en un mercado especí co. 
Lo anterior rea rma la validez del esquema actual, en 
el cual se utilizan directamente las cotizaciones inter-
nacionales de los re nados para de nir los precios de 
paridad, jados regularmente, mediante contrato de 
explotación y exploración petrolera con sujeción a lo 
establecido por la legislación colombiana. 

El proyecto también propone jar el ingreso al 
productor como el promedio del costo interno y del 
precio internacional. Esta lógica desconoce la natura-
leza transable de los re nados de petróleo, que pueden 
ser vendidos en el exterior a los precios determina-
dos por las cotizaciones internacionales, así como la 
naturaleza de las empresas re nadoras, cuyo objetivo 

1 “Fuel taxes in Chile”, reporte entregado por los autores 
al Banco Interamericano de Desarrollo. Disponible en: 
http://www.freewebs.com/infoenergia/Tax%20BID.pdf 

principal es la maximización de sus utilidades. Por lo 
tanto, si en Colombia el ingreso que dichos re nado-
res reciben por un galón de combustible fuera menor 
que el que reciben en el exterior, estos no tendrían in-
centivos para vender en el mercado interno, y el país 
se enfrentaría a una situación de desabastecimiento de 
combustibles. 

Además de lo anterior, se debe mencionar que de-
bido a la insu ciencia de la oferta interna de diésel 
en Colombia, se ha tenido que reconocer el costo de 
importación de díésel a los importadores para que trai-
gan los re nados necesarios al país. Por esta razón el 
Ministerio de Minas y Energía reconoce a los impor-
tadores un precio de paridad de importación, el cual es 
una aproximación del costo real de compra que estos 
deben pagar en el exterior. 

Por último, es importante aclarar que los re nado-
res reciben únicamente dos tipos de ingresos legales 
al vender sus re nados en el mercado local: el ingreso 
al productor y la diferencia entre este y el precio de 
paridad, que debe ser nanciada con cargo al Fondo 
de Estabilización de Precios de Combustibles (FEPC), 
para garantizar el abastecimiento en el mercado local 
de los volúmenes de combustibles necesarios para sa-
tisfacer la demanda interna. 

En el artículo 5°, se propone que el valor de re-
ferencia para la sobretasa sea el ingreso al productor 
(siempre y cuando este sea mayor que el ingreso al 
productor determinado al momento de entrada en vi-
gencia de la ley sometida a consideración). Ello au-
mentaría la volatilidad del precio nal a los consumi-
dores, pues cuando el ingreso al productor deba ser 
ajustado para re ejar la variabilidad de los precios in-
ternacionales, la sobretasa por galón también cambia-
rá, y el precio nal sufrirá una modi cación de mayor 
magnitud que aquella que se habría observado con el 
esquema actual. En dicho esquema la base de cálcu-
lo de la sobretasa es establecida por el Ministerio de 
Minas y Energía, quien la ha mantenido estable por 
largos períodos de tiempo, con el n de disminuir la 
volatilidad del precio nal. 

La administración de la sobretasa a la gasolina na-
cional y al ACPM, el proyecto de ley pretende modi-

car el precio de referencia sobre el cual se liquida la 
sobretasa a la gasolina y al ACPM, haciéndolo igual 
al ingreso al productor que certi que el Ministerio de 
Minas, lo cual tendría efectos sobre las nanzas terri-
toriales. 

Es importante recordar que la sobretasa a la gaso-
lina es una renta de propiedad de los departamentos 
y municipios quienes comparten la tarifa del 25% 
hoy vigente, (18.5 puntos porcentuales para el depar-
tamento) y para esas entidades es una renta de libre 
destinación, con la cual puede nanciar gastos de fun-
cionamiento. De ver re ejado disminuir su recaudo, 
estas entidades no tendrían otra fuente que les sirva 
de sustituto a ese recaudo dejado de percibir. En este 
sentido, la Constitución Política re riéndose a la ley, 
expresó que la misma no puede conceder exenciones 
ni tratamientos preferenciales de los tributos de pro-
piedad de las entidades territoriales, veamos: 

“Artículo 294. La ley no podrá conceder exencio-
nes ni tratamientos preferenciales en relación con los 
tributos de propiedad de las entidades territoriales. 
Tampoco podrá imponer recargos sobre sus impuestos 
salvo lo dispuesto en el artículo 317”.

A manera de ejemplo, hoy el ingreso al produc-
tor por galón de gasolina corriente está en $4.747,94, 
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mientras que el valor de referencia para liquidar la so-
bretasa está en $5.078,77, si esos valores se mantuvie-
ran y el ingreso al productor certi cado por el Ministe-
rio fuera el mismo de la estructura de precios, en lugar 
de percibir por concepto de sobretasa $1.269,69 por 
galón, las entidades territoriales percibirían $1.186,99 
por galón, es decir, se les estaría rebajando su recaudo 
casi en un 7%. Por lo anterior, la recomendación sería 
que el nuevo ingreso al productor certi cado por el 
Ministerio de Minas no sea inferior al que hoy certi-

can como valor de referencia para la liquidación de 
la sobretasa. 

En relación con la sobretasa al ACPM, el 50% del 
recaudo va para Invías para nanciamiento de las vías 
terciarias y el otro 50% va para los departamentos y 
el D. C., también va para vías, y en caso de disminuir 
su recaudo, los proyectos nanciados con este recurso 
se podrían ver afectados. Sin embargo, como está hoy 
la estructura de precios de ACPM, a diferencia de la 
gasolina, el ingreso al productor jado es mayor que el 
precio de referencia para la sobretasa al ACPM. 

En términos de forma recomendamos una mayor 
claridad en la redacción del artículo 2° del proyecto 
de ley, concretamente en el inciso donde se de ne el 
ingreso al productor de ACPM, el cual está así: 

“entiéndase como el ingreso al productor de Acei-
te Combustible para Motores (ACPM) producto de las 
ventas de ACPM sin mezclar con biodiésel, expresado 
en pesos por galón”.

Por los motivos expuestos anteriormente, se reitera 
y considerando que el impuesto global a la gasolina ya 
no existe, las modi caciones al precio de los combus-
tibles que propone este proyecto de ley no son viables, 
ya que reducen de manera considerable los ingresos 
del Gobierno Nacional, y constituyen un retroceso de 
la política de jación de precios de los combustibles, 
cuyo principal objetivo ha sido la eliminación de los 
subsidios a los combustibles, re ejando en los precios 
internos la tendencia de los precios internacionales, 
pero a su vez blindando a la economía frente a la vo-
latilidad creciente de los precios del petróleo y sus de-
rivados. 

En virtud de lo expuesto, el Ministerio de Hacien-
da y Crédito Público de manera respetuosa solicita 
se tengan en cuenta las anteriores consideraciones 
durante la discusión del proyecto de ley, no sin antes 
manifestar nuestra voluntad de colaborar con la acti-
vidad legislativa en términos de responsabilidad scal 
vigente. 

Cordialmente, 
Mauricio Cárdenas Santa María,

Ministro de Hacienda y Crédito Público.
Con copia: honorable Senadora Alexandra 

Moreno Piraquive - Autora 
honorable Senador Guillermo Gar-
cía Realpe - Autor 
honorable Senadora Maritza Martí-
nez Aristizábal - Autora 
honorable Senadora Liliana María 
Rendón Roldán - Autora 

honorable Senador Luis Femando 
Velasco Chaves - Autor 
honorable Senador Édinson Delga-
do Ruiz - Autor 
honorable Senador Honorio Galvis 
Aguilar - Autor 
honorable Senadora Olga Lucía 
Suárez Mira - Autora 
honorable Senador Fuad Ricardo 
Char Abdala - Autor 
honorable Senador Jaime Enrique 
Durán Barrera - Ponente 
honorable Senador Félix José 
Valencia Ibáñez - Ponente 
Doctora Delcy Hoyos Abad - Secre-
taría Comisión Quinta, Senado de la 
República para que obre dentro del 
expediente. 
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